FUNDAMENTOS
Tengo el honor de elevar a consideración de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, el adjunto proyecto de ley por el que se modifica el Código Fiscal a los efectos de eximir del Impuesto Inmobiliario, a determinados jubilados y pensionados que en la actualidad deben tributar dicho impuesto, careciendo de recursos para hacerlo.

En tal sentido, la redacción del artículo 151, inciso ñ, del Código Fiscal -T.o. 2004-, que se pretende modificar, contempla la exención de determinados jubilados y pensionados en el Impuesto Inmobiliario, fijando distintos requisitos para su procedencia. Ellos son:

a) Que el inmueble por el cual se solicita la exención pertenezca a la planta urbana, 

b) Que la propiedad no supere el avalúo fiscal que se establece en la Ley Impositiva Anual, 

c) Que el solicitante y/o su cónyuge sea jubilado o pensionado, 

d) Que el solicitante y/o  su cónyuge sean propietarios, usufructuarios o poseedores de ese sólo inmueble 

e) Que los ingresos de los beneficiarios, en su conjunto, no superen el monto que fija la Ley Impositiva Anual.

De los requisitos enumerados, el identificado con la letra e), es el que motiva el presente proyecto, por los siguientes fundamentos.

La Ley Impositiva para el año 2008 (Ley Nº 13.787), estableció el monto de ingresos en la suma de pesos un mil doscientos ($ 1.200). Superado éste, los “beneficiarios” no pueden acceder a la exención.

Surgen a la vista, distintos defectos de la norma, pasibles de mejora. 

En primer lugar, el artículo se refiere a “beneficiarios”, cuando debió decir “solicitantes”, debido a que los sujetos que tramitan la exención, todavía no han accedido a ella.

Sin embargo, el mayor desacierto de norma, es que perjudica a los  jubilados y pensionados unidos en matrimonio, efectuando una discriminación arbitraria. 

En este sentido, el artículo sostiene que “los beneficiarios”, en conjunto, no pueden superar el monto de ingresos fijado. Lo expuesto, hace que aquellos jubilados y pensionados unidos en matrimonio, vean reducido sensiblemente el monto de ingresos computable. En otros términos, mientras una persona jubilada o pensionada viuda, soltera, divorciada o que convive en una unión de hecho con otro jubilado o pensionado, puede computarse —a los efectos acceder a la exención— la totalidad del monto indicado en la Ley Impositiva, en tanto que aquella persona jubilada o pensionada que se encuentra unida en matrimonio con otro jubilado o pensionado, ve disminuido el ingreso computable, debiendo dividirse entre los dos.

A modo de ejemplo, un jubilado que obtiene una jubilación —como único ingreso— de un mil doscientos pesos y vive en una unión de hecho con otra persona, cumpliendo los restantes requisitos enumerados en la ley, podrá acceder a la exención; en tanto que dos jubilados unidos en matrimonio, si reciben una jubilación superior a seiscientos pesos cada uno, no obtendrán el beneficio.

Surge claramente una discriminación en desmedro de los jubilados y pensionados unidos en matrimonio (cfr. artículo “Exenciones para jubilados y pensionados, respecto del Impuesto 
Inmobiliario”, publicado en el diario El Día, con fecha 17/02/08) . A ello, debe agregarse que a partir del mes de Marzo del corriente año, la jubilación mínima a nivel nacional alcanzará los seiscientos cuarenta y un pesos ($ 641, fuente: diario Clarín, de fecha 17/02/08), excluyendo automáticamente del beneficio a los jubilados casados que perciban dicho haber mínimo.

Lo expuesto, vulnera distintas garantías constitucionales. Así, el artículo 36 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, sostiene que “La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. A tal fin reconoce los siguientes derechos sociales: 1- De la Familia. La familia es el núcleo primario y fundamental de la sociedad. La Provincia establecerá políticas que procuren su fortalecimiento y protección moral y material”, a lo cual debe sumarse la regulación contemplada en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, que agrega “La ley establecerá la protección integral de la familia, la defensa del bien de familia, la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.” En el mismo sentido, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 17) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 23) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 10), que poseen rango constitucional (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional), reconocen en la familia el elemento natural y fundamental de la sociedad, debiendo concederle la más amplia protección y asistencia posible, especialmente para su constitución. A lo expuesto, la doctrina agrega que “La protección de la familia, desde la perspectiva del derecho tributario, debe transitar por una adecuada consideración de las circunstancias económicas familiares, los gastos que la familia ha de atender, y que obviamente disminuyen su capacidad contributiva” (p. Rodolfo R. Spisso, Derecho Constitucional Tributario, 2ª Edición, Editorial Depalma, Buenos Aires, Año 2000, pp. 447/448). 

Se observa de lo expuesto, que la actual regulación contraviene expresas disposiciones constitucionales, al otorgarle a la familia un trato completamente desfavorable, situación que revierte por las modificaciones propiciadas en el presente proyecto. 

Por otro lado, la discriminación efectuada repugna el principio de igualdad, consagrado constitucionalmente (artículos 11º de la Constitución Provincial, 16º de la Constitución Nacional, 24º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 26º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). En tal sentido, la doctrina reiterada de la Corte Suprema ha sostenido que la ley debe ser igual para los iguales en igualdad de circunstancias. Con lo cual ha examinado la categoría normativa hacia adentro, para evaluar si a alguno de los integrantes de aquella se los excluye del goce de los derechos que se reconocen a los otros. (cfr. María Angélica Gelli, Constitución de la Nación Argentina, 2ª Edición, Editorial La Ley, Buenos Aires, Año 2003, p. 136). Específicamente en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia Nacional ha sostenido -desde antiguo- que la garantía de igualdad preconizada por el art. 16 de la Constitución Nacional no se propone que se erija como regla férrea en materia impositiva, sino impedir que se establezcan distinciones con el fin de hostilizar o favorecer arbitrariamente a determinadas personas o clases, como sucedería si se las hiciera depender de diferencias de color, raza, nacionalidad, religión, opinión política u otras consideraciones que no tengan relación posible con los deberes de los ciudadanos como contribuyente (CSJN, in re: “Don Ignacio Unanue y otros c. Municipalidad de Capital”, Fallos: 138-332, de fecha 20/08/23), criterio mantenido hasta la actualidad, al decir que “la garantía del art. 16 de la C. N. no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o grupos de personas” (CSJN, Fallos: 182:355, 188:464, 192:139, 204:391, 210:855, 225:123, 229:428, entre muchos otros). 

Por ello, la actual discriminación efectuada respecto de los jubilados o pensionados unidos en matrimonio, repulsa el principio de igualdad analizado, situación que es corregida mediante el presente proyecto de ley. 

Las modificaciones propuestas, vienen a restablecer -también- la justicia tributaria, consagrando el principio de capacidad contributiva, según el cual, solamente las personas que posean una aptitud económica para pagar tributos deben hacerlo. En este sentido, corresponde diferenciar “capacidad económica” de “capacidad contributiva”, debido a que todas las personas poseen capacidad económica, lo cual implica la posibilidad económica que tiene un sujeto para procurarse los medios para vivir, pero no puede sostenerse lo mismo respecto de la capacidad contributiva. Por ello, los jubilados y pensionados unidos en matrimonio cuyos ingresos son apenas superiores a los un mil doscientos pesos, tienen capacidad económica, pero no poseen capacidad contributiva, si se observa que la Canasta Básica Total -en el mes de Enero del corriente año- alcanzó el valor de novecientos sesenta y siete pesos con veinte centavos ($ 967,20), lo cual implica que una familia tipo necesitó de esa suma para no ser pobre (fuente: artículo “Exenciones para jubilados y pensionados, respecto del Impuesto Inmobiliario”, citado). Lo expuesto, necesita ser solucionado a la brevedad, mediante la aprobación del presente proyecto. 

A los efectos de solucionar las cuestiones constitucionales que genera la actual redacción de la norma, el proyecto prevé que el monto de los ingresos mensuales computables -para acceder al beneficio solicitado- deben ser independiente por cada jubilado y pensionado. En otros términos, cada solicitante podrá computarse el total del ingreso previsto en la norma, con independencia de su 
estado civil, equiparando la situación de los jubilados y pensionados unidos en matrimonio, al resto de los solicitantes (viudos, solteros, divorciados y unidos en unión de hecho).

Finalmente, el monto de los ingresos computables de los jubilados y pensionados -necesario para acceder a la exención- no debe ser una suma fija que se deprecia todos los años, sino que debe guardar una correlación con los haberes percibidos por los sujetos solicitantes. En tal sentido, se incluye en el artículo 151, inciso ñ, del Código Fiscal -T.O. 2004- una forma de mantener actualizado dicho monto, utilizando como unidad de medida el doble del haber mínimo mensual correspondiente a la jubilación ordinaria percibida por un beneficiario del régimen establecido en el Decreto-Ley 9650-80.  

PROYECTO DE LEY

Modificación al Código Fiscal. Exenciones a jubilados y pensionados en el Impuesto Inmobiliario.

ARTÍCULO 1.- Sustituyese el inciso ñ del artículo 151 del Código Fiscal (Ley 10397 -T.O. 2004) y modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ñ) Los propietarios y demás responsables de inmuebles pertenecientes a la planta urbana edificada, cuyo avalúo fiscal total no supere la suma que fije la Ley Impositiva y que reúnan los siguientes requisitos:

1. Ser el solicitante y/o su cónyuge jubilado o pensionado.

2. Ser el solicitante y/o su cónyuge propietario, usufructuario o poseedor de ese solo inmueble.

3. Los ingresos mensuales que obtenga el solicitante, al momento de efectuar la solicitud, no deberán superar el monto equivalente a dos (2) haberes mínimos mensuales de jubilación ordinaria que perciben los beneficiarios del régimen establecido en el Decreto Ley 9650-80. Los ingresos mensuales que obtenga el cónyuge del solicitante, tampoco deberán superar el monto fijado en este párrafo.

En el supuesto de la pluralidad de obligados al pago, la exención sólo beneficiará a aquellos que reúnan los requisitos establecidos precedentemente. El resto de los obligados abonará la parte proporcional del impuesto que corresponda, el que se liquidará de conformidad con lo establecido en el artículo 152.”

